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INTRODUCCIÓN

La expansión de la minería de gran escala en la región andina ha des-
encadenado múltiples conflictos en torno a lo ambiental y a la afec-
tación de los “espacios de vida”2 (Ulloa, 2016). Uno de los motores 
de la conflictividad ha sido la problemática hídrica (Bebbington y 
Williams, 2008); las críticas abarcan desde la creciente competencia 
por el agua entre la minería y la agricultura (Aitken y otros, 2016; 
Calderón y otros, 2016), la ocurrencia de despojos territoriales y am-
bientales, hasta la generación de nuevas desigualdades (Göbel y Ulloa, 
2014). En particular, se cuestiona el acaparamiento del agua y sus 
efectos en la disponibilidad, y la contaminación de los ríos y fuentes 
de agua (Ulloa y Romero-Toledo, 2018; Idaszkin y otros, 2017; Ma-
rrugo-Negrete y otros, 2008; Razo y otros, 2004). Una de las críticas 
que articula estos reclamos se refiere al rol de los Estados en el control 
ambiental minero (Yacoub y otros, 2016).

En este contexto de cuestionamientos, los Estados, las corpora-
ciones y las comunidades, desde perspectivas diferentes, han promo-
vido monitoreos del agua (De Echave y otros, 2009; Deutsch y Ruiz-
Córdova, 2015; Gil, 2009; Himley, 2014). Por su parte, los Estados 
han creado nuevas políticas ambientales e instituciones, tanto para 

2 Para concebir y nombrar a la naturaleza, Astrid Ulloa (2014) retoma el concepto “espacios 
de vida” de la cosmovisión nasa, población ancestral ubicada al sur del actual territorio 
colombiano. Esta conceptualización se propone como alternativa a una visión mercantiliza-
dora del medioambiente y sus componentes.  
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facilitar la implementación y el seguimiento de los proyectos mineros 
como para ampliar su control sobre los efectos de la minería en las 
fuentes y procesos hídricos (Li, 2015; Valencia, 2018). Sin embargo, 
estos procesos no han sido eficaces y, por el contrario, han implicado 
dinámicas de despojo promovidas por políticas estatales.

Asimismo, desde inicios del siglo XXI, de manera sistemática las 
corporaciones han incorporado programas de responsabilidad social en 
los cuales incluyen iniciativas de “monitoreos participativos” (Himley, 
2014), como respuesta a las demandas institucionales de elaboración 
de planes o esquemas de manejo ambiental. 

Por último, distintas ONG y comunidades locales —indígenas, 
campesinas, afrodescendientes y grupos urbanos— han organizado re-
des de apoyo y de producción de conocimiento con el fin de generar 
y sistematizar conocimiento propio mediante los denominados moni-
toreos ambientales, monitoreos comunitarios o monitoreos de la calidad 
del agua, entre otros (Paneque-Gálvez, 2019; Acción para el Medio 
Ambiente y el Desarrollo [ENDA por sus siglas en inglés], 2017; Glo-
bal Water Watch, 2013; Centro Nacional Salud, Ambiente y Trabajo 
[Censat] Agua Viva, 2018; Fernández-Giménez y otros, 2008; Flores-
Díaz y otros, 2013). La emergencia de monitoreos comunitarios ha 
respondido no solo a la falta de credibilidad en los monitoreos institu-
cionales y de las empresas, sino también a la necesidad de información 
sobre la calidad del agua y la disminución en el acceso, a la falta de 
espacios de deliberación y participación, así como a la voluntad de 
las comunidades de posicionar sus conocimientos frente a las diversas 
nociones acerca del agua. Y, sobre todo, a que los monitoreos locales se 
tornan en una más de las herramientas de defensa territorial y de de-
nuncia de la implementación de los extractivismos y sus consecuencias 
socioambientales. Uno de los componentes que destacan en estas ini-
ciativas es la necesidad de incorporar nuevos elementos metodológicos 
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a las formas estandarizadas de realizar los monitoreos; por ejemplo, 
incluir reflexiones del ámbito social y de la vida cotidiana. 

Sin embargo, a pesar de la proliferación de monitoreos y mecanis-
mos de control, los conflictos socioambientales en torno a la calidad 
del agua persisten. Esto se debe a que las causas mismas de la conta-
minación, la mala calidad y el acaparamiento del agua por parte de 
la minería quedan sin resolver, y las demandas de los actores locales 
—basadas en sus conocimientos y en la experticia técnica derivada de 
la construcción de redes— no se reconocen como herramientas am-
bientales de monitoreo de las acciones de las empresas. 

En este marco, nos preguntamos ¿de qué manera los Estados abor-
dan el control ambiental de la minería en el contexto de los conflictos 
socioambientales? ¿En qué tipo de procedimientos, conocimientos y 
discursos se sustentan los monitoreos estatales? ¿Qué papel juegan los 
monitoreos empresariales y cómo se articulan con las políticas insti-
tucionales? Y ¿qué acciones han emprendido las comunidades locales 
para visibilizar de otras maneras sus conocimientos y sus estrategias de 
confrontación frente a los efectos en el agua causados por la actividad 
minera?

Para el abordaje de estas preguntas, estudiamos los casos de las 
minas Veladero en la Argentina, Antapacay en el Perú y Cerrejón en 
Colombia. A partir de estos tres casos, analizamos las experiencias 
estatales y empresariales de control ambiental minero e indagamos, 
primero, qué tipo de problemáticas aún quedan desatendidas por la 
política pública; y segundo, con cuánta aceptación social cuentan es-
tas experiencias. Los tres casos también presentan cómo, ante la falta 
de acceso, participación y credibilidad de la información oficial pro-
ducida por los Estados y las empresas, emergen procesos de monitoreo 
comunitario generados por las comunidades locales —campesinos, 
indígenas, afrodescendientes, grupos urbanos—, en articulación con 
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otros actores —ONG, académicos—. Estas instancias realizan mo-
nitoreos propios, que buscan legitimidad y se articulan a procesos de 
defensa territorial de más largo plazo. Además, a partir de estos tres ca-
sos indagamos cómo, por medio de redes de conocimiento, emergen 
nuevas formas de comprensión de la calidad del agua que involucran 
elementos relacionados con el uso cotidiano. 

El argumento de este artículo es que, frente a los conflictos socio-
ambientales en torno a los efectos de la minería en el agua, emergen 
tanto los monitoreos comunitarios como los monitoreos instituciona-
les y empresariales. Estos últimos se tornan en respuestas a las deman-
das locales y los protocolos internacionales, con el fin de posicionar 
un discurso de responsabilidad empresarial y como medio de unifica-
ción de los métodos de seguimiento. Sin embargo, estos monitoreos 
se basan en conocimientos técnicos, que responden a un solo tipo de 
conocimiento y que desconocen los conocimientos locales, lo cual evi-
dencia asimetrías —no solo de conocimientos, sino también sociales y 
de poder— en la toma de decisiones ambientales. 

Las políticas e instituciones están orientadas por una lógica del 
conocimiento experto, que en la literatura se identifica como “raciona-
lidad cientificista” (Bäckstrand, 2004), “tecnociencia” (Latour, 1987) o 
“ciencia reguladora” (Jasanoff, 2005). En nuestro campo de análisis, esta 
lógica implica, entre otras cuestiones, la despolitización de lo ambiental, 
la búsqueda de soluciones mediante herramientas “técnicas” —mayor 
cantidad de controles, instituciones, monitoreos—; la generación de 
conocimiento técnico-científico —certificado por laboratorios u orga-
nismos acreditados— y la desvalorización de otros saberes. Esta raciona-
lidad cientificista se sustenta en una narrativa técnica-experta que tiende 
a concebir los problemas ambientales como resolubles exclusivamente 
dentro del plano científico-experto y desacredita las críticas sociales por 
atribuirlas al desconocimiento (Bäckstrand, 2004; Budds, 2012).
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Esta racionalidad científica responde a lo que Heikkinen y otros 
(2016: 214) denominan una ontología política referida “a los discur-
sos globales como artefactos humanos que instrumentalizan la forma 
social y política de enmarcar el problema mediante la inclusión de 
ciertos supuestos epistémicos y métodos estandarizados para la pro-
ducción de conocimiento”. En este caso, a los supuestos epistémicos, y 
a la estandarización de discursos y métodos en torno a los monitoreos 
del agua.

En contextos relacionados con conflictos socioambientales, hay 
diversidad de actores en asimetría social. Por lo tanto, Parker y Pé-
rez Valdivia (2019) presentan cómo, en las evaluaciones ambientales, 
el conocimiento experto y sociotécnico desconoce los conocimientos 
locales, lo cual genera conflictos y asimetrías del conocimiento, que 
responden a desigualdades sociales. Por lo tanto, frente a la “raciona-
lidad cientificista”, han emergido nuevos acuerdos locales entre varios 
actores —academia, ONG, organizaciones de base, etcétera— que 
producen conocimientos que sirven de base para demandas de carác-
ter político. 

Los conocimientos locales relacionados con lo ambiental —de 
pueblos indígenas, afrodescendientes y campesinos— responden a 
cosmovisiones y concepciones de la naturaleza; a prácticas, experien-
cias cotidianas y relaciones con los territorios y el agua; así como al 
establecimiento de redes e intercambios de conocimientos en contex-
tos situados cultural e históricamente (Horowitz, 2015; Ulloa, 2019). 

Asimismo, parten de la comprensión de la vida cotidiana, la cual 
permite ver los efectos de la producción de desigualdades reflejadas 
en la contaminación, el despojo y el acaparamiento que produce la 
presencia de un enclave extractivo a nivel local (Hyndman, 2007). Es 
decir, responden a relaciones políticas y territoriales basadas en otras 
ontologías (Ulloa, 2019). 
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La comprensión y el reconocimiento de los conocimientos lo-
cales pone en discusión la forma en que las políticas de gobernanza 
hídrica hegemónicas imponen racionalidades y excluyen las formas 
de producción de conocimientos locales que se componen de otros 
elementos, además de la experticia técnica-científica. Asimismo, los 
conocimientos locales permiten cuestionar el rol de la ciencia como 
legitimadora de determinadas relaciones de poder.

De esta manera, en el nivel local se puede generar nueva infor-
mación que confronte la disponible, y contribuya así a elaborar un de-
bate más amplio sobre las políticas medioambientales (Van der Ploeg, 
1993; Corburn, 2005). Entendemos que es clave analizar no solo de 
qué manera los Estados han abordado el control ambiental minero y 
la problemática hídrica, sino también el surgimiento de monitoreos 
comunitarios que desafían el modelo de gobernanza ambiental im-
puesto y se articulan a procesos de defensa territorial de mayor alcan-
ce, basada en diversas formas de conocimientos.

Metodología

Siguiendo el enfoque propuesto por Stake (1994), hemos analizado 
tres casos de estudio en la Argentina, el Perú y Colombia. Para cada 
país, se han puesto de relieve las leyes e instituciones que regulan la 
cuestión ambiental y la política minera. Para comprender el funcio-
namiento institucional, hemos seleccionado tres proyectos mineros de 
gran escala: Veladero en la Argentina, Antapaccay-Expansión Tintaya 
en el Perú y Cerrejón en Colombia. 

La selección de estas tres minas se debe a que son claves en cada 
país por su volumen de extracción y la conflictividad social que han 
producido. En los tres casos, los conflictos se han centrado en torno 
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a la cuestión hídrica y el control ambiental de los Estados. A su vez, 
la comparación entre los casos es interesante, en tanto a pesar de que 
los países cuentan con trayectorias productivas diversas, durante los 
últimos años los Gobiernos han promovido activamente procesos ex-
tractivos relacionados con la minería metalífera, los hidrocarburos y la 
producción energética. 

Para el análisis, hemos triangulado diversas fuentes de informa-
ción. En primer lugar, hemos recopilado fuentes oficiales de los res-
pectivos Estados: legislación, causas judiciales, denuncias, decretos, 
ordenanzas, informes de gestión, análisis de aguas, etcétera. En segun-
do lugar, hemos analizado los reportes corporativos mineros: publica-
ciones de sustentabilidad ambiental, reportes a la prensa, páginas web, 
entre otros. En tercer lugar, hemos puesto de relieve las publicaciones 
comunitarias y de ONG: reportes, informes, comunicados, páginas 
web, análisis hídricos, etcétera. En cuarto lugar, en cada país hemos 
realizado entrevistas y registros visuales mediante una serie de trabajos 
de campo.

Los trabajos de campo fueron ejecutados durante el 2018 y el 
2019 en la provincia de San Juan y en el departamento de Jáchal (Ar-
gentina), en la provincia de Espinar y en Lima (Perú), y en el depar-
tamento de La Guajira y en Bogotá (Colombia). Para cada caso de 
estudio se realizaron más de 50 entrevistas, aunque en el presente artí-
culo se exhiben solo algunos fragmentos seleccionados. Las entrevistas 
fueron realizadas a tres tipos de actores: i) funcionarios de entidades 
de supervisión y fiscalización ambiental de la minería y el agua, ii) 
ONG y miembros de organizaciones sociales —poblaciones locales, 
campesinas y comunidades— y iii) representantes corporativos. 

El texto se estructura de la siguiente manera. Se desarrollan aná-
lisis de los tres países —la Argentina, el Perú y Colombia— en los que 
se expone tanto el contexto minero como el papel del Estado en el 
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control ambiental de las empresas; asimismo, se muestran las respues-
tas locales, que generan sus propios monitoreos, en los que se presen-
tan las implicaciones políticas y ambientales que producen los proce-
sos mineros. Finalmente, se realizan algunas reflexiones comparativas 
entre los tres países en torno tanto a los monitoreos institucionales y 
empresariales —y sus implicaciones— como a los monitoreos comu-
nitarios. Esto con miras a interpelar la gobernanza hídrica y replantear 
su conceptualización, dando cabida a otras formas de gobernanza del 
agua. 



1. MONITOREOS ESTATALES Y LOCALES
DEL AGUA EN LA ARGENTINA 

1.1. El control ambiental minero por parte del Estado de la pro-
vincia de San Juan, Argentina

El caso que aquí analizamos es el de la provincia de San Juan, una de 
las principales zonas de extracción de oro en la Argentina debido a la 
mina Veladero, de las empresas Barrick Gold y Shandong Gold. En la 
Argentina, a diferencia del Perú y de Colombia, la administración de 
los recursos naturales corresponde, por mandato de la Constitución 
Nacional (1994), al dominio provincial. En el país, desde 1990, se ha 
tratado de abordar la problemática ambiental a partir de la jerarqui-
zación institucional de las entidades de control (Gutiérrez e Isuani, 
2014). Esta tendencia se observa también en las instituciones mineras 
de la provincia de San Juan.

En San Juan, el control ambiental minero —incluido el monito-
reo del agua— está a cargo del Ministerio de Minería de la provincia. 
Esta institución fue adquiriendo protagonismo desde que se inició el 
funcionamiento de Veladero. Así, en el 2006, la Subsecretaría de Mi-
nería se convirtió en Secretaría; y en el 2010, en Ministerio de Minería. 

En 1996, cuando avanzaba la exploración de Veladero, se creó el 
Centro de Investigación para la Prevención de la Contaminación Am-
biental Minera Industrial (Cipcami), cuyo objetivo es efectuar contro-
les sobre la calidad del agua en zonas de extracción minera. Durante 
sus primeros años de funcionamiento, el Centro tuvo cierta relevancia, 
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sobre todo en el proceso de capacitación del personal, compuesto por 
técnicos, ingenieros y bioquímicos (Japan International Cooperation 
Agency, 2007). Sin embargo, con el correr del tiempo, una de las falen-
cias experimentadas fue su incapacidad para retener al personal formado 
o renovar el equipamiento por falta de presupuesto (Japan International 
Cooperation Agency, 2007). 

En 1994, se institucionalizó un nuevo requisito para los agen-
tes que potencialmente estén en capacidad de afectar el medioam-
biente: las evaluaciones de impacto ambiental (Ley 6571). En el caso 
de las actividades mineras e hidrocarburíferas, a diferencia del resto, 
la supervisión ambiental está a cargo del Ministerio de Minería (Ley 
6800/1997). Para todos los demás tipos de proyectos, el área de eva-
luación es la Subsecretaría de Medio Ambiente de la Provincia. La 
supeditación del control ambiental al área minera es un hecho cues-
tionado por las comunidades (entrevistas 1, 3, 4, 5, 6), ya que el Mi-
nisterio de Minería se empeña en promover esta actividad. 

En el 2004 y el 2006, se crearon la Comisión Interdisciplina-
ria de Evaluación Ambiental Minera (CIEAM) (Decreto 1815) y la 
Comisión Evaluadora Multidisciplinaria Ambiental Minera (Cemam) 
(Decreto 1679), con el propósito de evaluar los proyectos mineros 
de gran y pequeña-mediana escala, respectivamente. Estas comisiones 
están conformadas por profesionales que pertenecen a instituciones 
provinciales. Según la información recabada durante el trabajo de 
campo, la capacidad de evaluación de estas comisiones enfrenta varias 
limitaciones. Además de no contar con presupuesto autónomo, los 
funcionarios que participan deben utilizar horas de trabajo de su pro-
pia institución para cumplir sus tareas en las comisiones. Asimismo, 
las empresas entregan la información en extensos volúmenes, lo que 
implica una alta inversión de tiempo para los especialistas, quienes no 
reciben remuneración extra. 
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La evaluación, que solo tiene carácter consultivo, se realiza exclu-
sivamente sobre la base de los materiales presentados por las compa-
ñías, con escasa posibilidad de efectuar observaciones in situ. A esto 
se suma una fuerte asimetría entre la información a la que acceden las 
empresas y a la que acceden los funcionarios públicos (entrevistas 8, 9, 
10 y 11). La lógica que impera en estas comisiones es tecnocientífica; 
es decir, se evalúan exclusivamente aquellos parámetros que pueden 
ser cuantificables desde las ingenierías. A su vez, no se contemplan 
instancias de participación ciudadana. 

A pesar de la creciente institucionalización, el control ambiental 
minero en San Juan ha estado en el centro de los cuestionamientos 
por su desempeño, sobre todo a partir del 2015, por la recurrencia de 
accidentes ambientales. En el 2015, Veladero experimentó un acciden-
te en el que se derramó alrededor de un millón de litros de sustancia 
cianurada en el río Potrerillos, afluente del río Jáchal (UNOPS, 2016). 
La empresa demoró en informar el hecho y los pobladores se enteraron 
mediante un vecino que trabajaba en la mina (Viale, 2017). Más de 
8000 personas de Jáchal —una localidad de 20 000 personas adyacente 
a donde se ubica Veladero— se movilizaron para solicitar información 
y exigir el cierre de la mina (Zeballos, 2016). Durante el 2016 y el 
2017, Veladero experimentó dos nuevos accidentes ambientales, en los 
cuales se desacoplaron cañerías que transportaban material mineraliza-
do (Infobae, 14/9/2016 e Infobae, 29/03/2017). 

Dos de las consecuencias de los accidentes fueron la profundiza-
ción de la desconfianza ciudadana, y los cuestionamientos sobre Ve-
ladero y el control ambiental por parte del Estado. La respuesta de la 
empresa y del Estado apuntó, coincidentemente, a resolver la proble-
mática por medio de una solución “técnica”.

Por su parte, la corporación profundizó su estrategia comunica-
cional de responsabilidad social empresarial mediante la publicación 
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de nueva folletería, difundida tanto en medios provinciales como en-
tre los vecinos de la mina. En uno de los folletos distribuidos por la 
empresa se lee lo siguiente:

Buena parte de la atención que le dedican los medios de comu-
nicación y la reacción del público en torno al uso del cianuro 
obedecen a la falta de conocimiento científico acerca de este pro-
ducto y a reportes erróneos sobre los impactos de éste en la sa-

Mapa 1
Ubicación de Veladero
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lud del ser humano y en el medio ambiente. El objetivo de este 
manual es proporcionar información técnica acerca del cianuro y 
promover un entendimiento de la interrelación entre el cianuro, 
los seres humanos y el medio ambiente (Barrick Gold, s/f: 7).

En este fragmento, podemos observar una fórmula que la empresa 
utilizó en diversas publicaciones, que es la desvalorización de los cues-
tionamientos por considerarlos inexpertos. Generalmente, se apela a 
un supuesto “saber experto” que, en algunas ocasiones, introduce refe-
rencias numéricas, gráficos y lenguaje “técnico”, pero rara vez presenta 
datos ni fuentes fidedignas de investigación (Godfrid, 2018). A su vez, 
la información presentada por la empresa tiende a circunscribirse al 
ámbito geográfico delimitado como “área de influencia”, y debido a 
esta delimitación, se desconocen potenciales efectos socioambientales 
que pudieran generarse en áreas más alejadas. 

Por su parte, el Estado también apostó a resolver el conflicto 
por medio de una solución despolitizada. Así, en el 2016, el Minis-
terio de Minería anunció la construcción de una nueva sede para la 
Secretaría de Gestión Ambiental y Control Minero, con el eslogan 
“Más inversión, mejor control” (Servicio Informativo del Gobierno 
de San Juan [SIGSJ], 29/08/2018). Además, en el 2018, el Minis-
terio de Minería y la Universidad Nacional de San Juan firmaron un 
convenio para elaborar un software de monitoreo ambiental minero 
(SIGSJ, 5/11/2018). En ese marco, en el 2019 se instalaron tres cá-
maras en Veladero para controlar el proyecto en tiempo real (SIGSJ, 
29/08/2018). Asimismo, el Ministerio incrementó las inspecciones 
técnicas en la zona, contrató a más personal para las tareas de fiscaliza-
ción ambiental e incorporó nueva tecnología para el Cipcami (Diario 
de Cuyo, 19/7/2018 y Mining Press, 6/11/2018). 

En su discurso, el Ministerio de Minería promocionó estos hechos 
remarcando el número de modificaciones: “Cipcami: tecnología de 
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punta para cuidar San Juan” (SIGSJ, 21/06/2018), “Nuevas tecnologías 
permitieron incrementar 400% las inspecciones” (SIGSJ, 1/10/2019) y 
“PM10: más control ambiental minero del aire” (SIGSJ, 7/5/2019). El 
enunciado recurre a un topoi de cantidad (Perelman y Olbrechts Tyte-
ca, 1989); es decir, a construir un lugar común en el discurso, en el que 
se impone la idea de que un mayor número de controles solucionará el 
problema. Este procedimiento se reforzó con la decisión de nombrar 
recurrentemente las certificaciones o estándares con los que cuentan los 
laboratorios encargados del control minero: “Cipcami ya cuenta con 
membresía IRAM Platinum y está certificando los equipos de medi-
ción con el objetivo de certificar ISO 9001:2015” (SIGSJ, 7/5/2019). 
De este modo, la problemática ambiental se presenta discursivamente 
como una cuestión que puede resolverse mediante la incorporación de 
innovaciones tecnológicas y el saber “experto”. 

Sin embargo, la estrategia de apelar a un discurso cientificista no 
parece haber dado el resultado esperado, en tanto la ciudadanía des-
confía de los datos oficiales y los corporativos (entrevistas 1, 2, 3, 5, 6 
y 7). Una evidencia de esta desconfianza es el hecho de que se hayan 
conformado organizaciones sociales que bregan no solo por el cierre 
de Veladero, sino también por la realización de monitoreos indepen-
dientes de los intereses mineros. 

1.2. Monitoreo participativo comunitario en Jáchal

En el 2015, un grupo de vecinos del departamento de Jáchal, preocu-
pados por la afectación de la calidad del agua del río, se organizaron en 
la Asamblea Jáchal No Se Toca3 (AJNST). Los vecinos desconfían del 

3 El movimiento en defensa del agua en Jáchal se inició en el 2004, pero la Asamblea como 
tal se conformó en enero del 2015, a raíz de que un proyecto de minería de uranio quiso 
instalarse en la localidad. 
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control hídrico realizado por el Estado, en tanto consideran que las 
instituciones están “cooptadas” por el interés minero (entrevistas 1, 2, 
3, 5, 6 y 7). Para visibilizar sus cuestionamientos, adoptaron una estra-
tegia diversificada, que incluyó un amplio repertorio tanto de acciones 
directas —movilizaciones, instalación permanente de una carpa frente 
a la sede municipal, performances, grafitis y bloqueos de ruta— como 
de acciones legales —denuncias judiciales a funcionarios y a la em-
presa, presentación de proyectos de ordenanzas, pedido de consultas 
populares, etcétera—. Para concretar estas estrategias, construyeron 
alianzas con ONG, fundaciones y redes de abogados ambientales. 

En el marco de crecientes movilizaciones y a pedido de los veci-
nos, el Concejo Deliberante de Jáchal aprobó el proyecto Agua Segu-
ra.4 Este estipula que el Municipio financie la realización de monito-
reos de calidad de agua y, asimismo, establece que, mediante audiencia 
pública, se convoque a ONG, grupos ambientales, cooperativas y pú-
blico en general para que decidan qué institución los realizará. 

A partir de este programa, los vecinos organizados en la Asam-
blea han propuesto que los monitoreos de agua sean realizados por el 
laboratorio de la Universidad Nacional de Cuyo (Uncuyo), con sede 
en la provincia de Mendoza. Esta elección obedece a que desconfían 
de las instituciones de San Juan, ya que las consideran vinculadas —de 
un modo u otro— a la actividad minera (entrevistas 1, 2, 3, 5, 6 y 7). 
Una vez que comenzaron a publicarse los resultados de la Uncuyo, el 
gobernador de San Juan los desacreditó públicamente: “[…] la univer-
sidad […] colgó en la página un informe engañoso, dañino, que tiene 
mala fe, que intenta dañar a la provincia de San Juan, intentando crear 
zozobra, mintiendo y desprestigiando a nuestra producción y a los san-
juaninos” (diario La Voz, 6/10/2015). La desvalorización pública de 

4 El Concejo Deliberante aprobó el Programa mediante la Ordenanza 2694. 
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otros informes, tal como se observa en este fragmento, fue la respuesta 
recurrente por parte del Gobierno de San Juan. 

A pesar de esta desacreditación política, el programa Agua Segura 
desempeña una función clave para la comunidad de Jáchal. En primer 
lugar, porque la AJNST ha podido elegir con qué institución realizar 
los estudios. Otro elemento importante es que, según la ordenanza, una 
copia de los análisis debe ser entregada a los ciudadanos. Si bien el di-
seño del programa no incluye instancias de participación comunitaria 
de mayor relevancia —toma de muestras, diseño del muestreo, partici-
pación en la recolección de datos—, la población de Jáchal ha sabido 
transformarlo en una herramienta para mejorar su acceso a información 
sobre la calidad del agua y, a partir de ello, generar una estrategia de 
concientización ambiental (registro de trabajo de campo, 2018). 

Los análisis miden los valores de varios elementos: aluminio, an-
timonio, arsénico, bario, berilio, boro, cadmio, cianuro total, cobal-
to, cobre, cromo, fluoruro, manganeso, mercurio, molibdeno, níquel, 
plata, plomo, potasio, selenio, silicio, sodio, uranio, vanadio y zinc. 

A partir de los resultados, una de las tareas que realiza la AJNST 
es contrastar los valores de los análisis con los permitidos por el Código 
Alimentario Argentino. Otra estrategia ha sido comparar los diferentes 
resultados de los análisis con datos históricos obtenidos del Cipcami. 

Para la difusión de los monitoreos, se recurre a diferentes recursos 
pedagógicos, como cuadros, imágenes o infografías. Una de las estra-
tegias empleadas es la comparación entre cifras de diferentes análisis y 
la descripción de la información mediante un lenguaje experto.  

De este modo, es común que los miembros de la AJNST se re-
fieran a nombres técnicos, valores o parámetros relativos a la cuestión 
hídrica. La adopción del lenguaje experto por parte de las comunidades 
forma parte de un proceso de “profesionalización” y de apropiación 
de nuevas “capacidades cognitivas”, tal como explica Dupuits (2019). 
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Los vecinos consideran que este proceso es necesario para disputar el 
conocimiento y el poder con el estado provincial, que de modo recu-
rrente desvaloriza la “experticia ciudadana”. 

Sin embargo, es clave señalar que la adopción de un lenguaje ex-
perto no va en detrimento de una politización de la cuestión ambien-
tal. Por el contrario, los comunicados de la Asamblea generalmente 
apuntan a poner de relieve la dimensión política del problema:

Ocultaron otro derrame de mercurio […] sí, otra vez, solo que 
la maquinaria de ocultamiento del gobierno y las mineras parece 
funcionar mejor (6/2/2019). 
El gobierno y la Barrick Mienten, porque la Cuenca del Río 
Jáchal está siendo gravemente afectada por la actividad megami-
nera (4/2018).
Repudiamos el ninguneo y la discriminación que sufre el Pueblo 
de Jáchal porque le niegan información; porque le niegan el dere-
cho a decidir en una consulta popular si quiere o no megaminería 
metalífera en la cuenca del Río Jáchal (AJNST, 18/4/2017).

Como se observa en estos fragmentos, se denuncia a las entidades 
estatales y corporativas por cuestiones tales como ocultar información, 
discriminar, “ningunear” o negar el espacio a la deliberación ciuda-
dana. De este modo, se evidencia que el cuestionamiento al rol del 
Estado en el monitoreo hídrico no es exclusivamente técnico, sino 
también político. 

A su vez, cabe destacar que la crítica al comportamiento estatal 
no solo se refleja en el tipo de comunicados, sino también en las prác-
ticas que realiza la Asamblea. En este sentido, la carpa que ha instalado 
se transformó en un espacio de encuentro clave para los vecinos, pues 
es el lugar donde se enteran de las novedades, deliberan y comparten 
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información. De este modo, la experiencia del programa Agua Segura, 
conjugada con la acción política de la AJNST, ha permitido el surgi-
miento de un espacio ciudadano que genera y difunde información 
por fuera de la reportada por el estado de San Juan y las empresas.

 
1.3. Reflexiones sobre el caso argentino

La expansión minera metalífera en San Juan fue acompañada por un 
proceso de institucionalización de las entidades de control ambiental 
minero. Las transformaciones incorporadas a lo largo de los años, y la 
creación de instituciones o procesos, fueron guiadas por una racionali-
dad tecnocientífica que apostó por abordar la problemática ambiental 
como una cuestión propia del saber experto y no del ámbito político-
ciudadano. 

La recurrencia de accidentes ambientales en el contexto minero, 
así como la potencial afectación del agua, profundizaron los conflictos 
sociales en torno a la minería de gran escala. Los ciudadanos, organiza-
dos en asambleas, reclaman no solo instancias de monitoreo ambien-
tal independientes de la influencia del sector minero, sino también 
espacios de deliberación y participación. En este sentido, el programa 
Agua Segura nos permite reflexionar sobre qué tipo de instrumentos 
podrían mejorar el control ambiental minero. La primera cuestión 
destacable es el interés de la ciudadanía por participar en el programa, 
ya sea en elegir el laboratorio, retirar los análisis o difundirlos. La 
segunda es la generación de nuevas experiencias de aprendizaje, conte-
nidos y difusión de temas ambientales llevados adelante por la AJNST. 

Entendemos que estas estrategias discursivas y prácticas —folle-
tos, gráficos, dibujos, asambleas ciudadanas, campañas de concientiza-
ción— son otras formas de generar contenido acerca de la problemática 
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ambiental y comunicarlo. Estas modalidades se alejan de una racionali-
dad cientificista y postulan espacios más deliberativos y participativos, 
fundamentales para la gobernanza ambiental. 



2. MONITOREOS ESTATALES Y LOCALES
DEL AGUA EN EL PERÚ 

 

2.1. El control ambiental minero por parte del Estado

En el presente caso de estudio, analizamos los monitoreos ambientales 
en la provincia peruana de Espinar, región Cusco, donde se desarro-
lla el proyecto minero cuprífero Antapaccay-Expansión Tintaya, de 
la transnacional Glencore. La mina a cielo abierto está localizada en 
la cuenca del río Salado e inició sus operaciones en 1985. La unidad 
minera ha ido ampliando progresivamente su área de explotación; en 
el 2012, incorporó al yacimiento Antapaccay y pretende integrar una 
nueva mina, llamada Coroccohuayco (mapa 2).

En el Perú, la administración de los recursos naturales correspon-
de a la órbita nacional. Al igual que en la Argentina y en Colombia, 
durante la última década se produjeron grandes cambios en la go-
bernanza y fiscalización ambiental, que buscaron afianzar el control 
ambiental minero mediante la creación de nuevas instituciones y la 
modificación de procedimientos ambientales. Estos cambios respon-
den a la problemática de conflictividad socioambiental en los territo-
rios mineros, cuya población, como parte de sus demandas, exigía la 
independencia del monitoreo ambiental que anteriormente competía 
al Ministerio de Energía y Minas (Minem).

En materia de fiscalización ambiental, se crearon dos nuevas insti-
tuciones: en el 2008, la Autoridad Nacional del Agua (ANA), organis-
mo rector de la política nacional del agua; y en el 2010, el Organismo 
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de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), cuya función consiste 
en supervisar, evaluar y fiscalizar desde el punto de vista ambiental la 
actividad minera de gran y mediana escala. La ANA cuenta con oficinas 
desconcentradas en el nivel de grandes cuencas —las autoridades admi-
nistrativas del agua (AAA)— y subcuencas locales —las autoridades lo-
cales del agua (ALA)—. En el nivel regional, estas instituciones abrieron 
oficinas desconcentradas, que no cuentan con funciones autónomas y 
sirven solamente como puntos de enlace o ejecución local de políticas 
asumidas por las oficinas en Lima. Las oficinas desconcentradas con 

Mapa 2
Ubicación de Antapaccay 
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injerencia en nuestro ámbito de estudio son AAA Cuenca Pampas-Apu-
rímac y ALA Alto Apurímac-Velille, así como OEFA-región Cusco y 
OEFA-provincia de Espinar. A diferencia del caso de la Argentina, en el 
Perú las funciones principales de evaluación ambiental de la actividad 
minera aún están centralizadas en la capital del país. 

Los monitoreos realizados por OEFA y ANA se distinguen por 
las normas ambientales que fiscalizan. Primero, OEFA verifica el cum-
plimiento de los límites máximos permisibles (LMP), referidos a los 
niveles máximos de elementos, sustancias o parámetros físicos, quími-
cos o biológicos emitidos desde un punto específico, por ejemplo, un 
punto de descarga de efluentes líquidos de una mina. Por su parte, la 
ANA vela por el cumplimiento de los estándares de calidad ambiental 
(ECA), los que también regulan LMP, pero a diferencia de estos, la 
medición se realiza en el cuerpo receptor de agua (OEFA, 2015). En 
tal sentido, una mina, mediante su evaluación de impacto ambiental 
(EIA), se compromete a respetar los LMP en sus puntos de descarga y 
a mantener el agua del entorno ambiental según los ECA. 

OEFA debe realizar como mínimo dos fiscalizaciones anuales 
inopinadas a la unidad minera, para supervisar sus obligaciones am-
bientales asumidas. Además, junto con ANA, es el encargado de rea-
lizar monitoreos ambientales participativos dos veces al año —uno 
en temporada de lluvias y otro en estiaje—, con la presencia de la 
empresa minera, entidades estatales, representantes de organizaciones 
sociales y personas interesadas. Las muestras recolectadas del monito-
reo son llevadas hasta la capital peruana, Lima, donde se analizan en 
laboratorios acreditados por el Estado.5 Por este motivo, la logística de 
la toma de muestra en campo es un procedimiento tedioso y costoso; 

5 El Estado, mediante el Instituto Nacional de Calidad (Inacal), certifica el trabajo de los 
laboratorios; estos se encuentran centralizados en Lima.
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se calcula que cada toma de muestra cuesta un promedio de 594,45 
dólares (2000 soles peruanos) (entrevista 12). 

Para legitimarse, tanto la ANA como el OEFA sostienen un dis-
curso tecnocientífico. Desde la perspectiva de estas instituciones, su 
legitimidad está sostenida por los laboratorios certificados donde rea-
lizan los análisis y por los procedimientos técnicos seguidos en la toma 
de muestra. En función de estos argumentos, desacreditan la “experti-
cia ciudadana” y la validez de los resultados de otros monitoreos. Así 
nos lo demuestra la siguiente cita de un funcionario de la AAA: 

[En referencia a otros monitoreos] nosotros [AAA] lo tomamos 
como algo referencial, el órgano oficial es la ANA […] los datos 
tienen que ser de la ANA, son datos oficiales, porque muchas ve-
ces se ha visto que, si no está a favor de la comunidad, desconocen, 
dicen que está mal hecho, y a pesar que estos monitoreos son par-
ticipativos, van las comunidades y al momento de tomar los datos 
de campo firman el examen […] todas esas muestras se mandan 
a laboratorios acreditados en Lima, y tiene que ser el mismo día, 
porque pasado 24 horas esa muestra no sirve… no es válido […] 
Entonces, hay muchos municipios que hacen sus análisis, pero 
hay que seguir un protocolo de análisis y también tienen que ser 
laboratorios acreditados; yo no sé si ellos lo harán en laboratorios 
acreditados... si se cumple con el protocolo, la cadena de custodia, 
el tiempo. Entonces, se supone que uno conoce el tiempo de pa-
rámetros para que sean 24 horas, inclusive los frascos tienen que 
ser oscuros, chocolate, entonces hay que conocer, entonces yo no 
sé si ellos tendrán el protocolo (entrevista 12).

Para los funcionarios del Estado y la empresa, la validez de los re-
sultados de un monitoreo ambiental está dada por el personal calificado, 
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los equipos y los procedimientos técnicos, una facultad que parece 
exclusiva del Estado y de la empresa. La empresa diseña y realiza mo-
nitoreos propios de manera autónoma —según declara, siguiendo es-
tándares internacionales—, cuyos resultados pueden o no consignarse 
en documentos para la regulación, como los estudios de impacto am-
biental. El Estado realiza monitoreos participativos —a los que invita 
a otros actores sociales—, en los cuales la empresa siempre participa. 
Sin embargo, las instituciones estatales —como la ANA o el OEFA— 
no hacen públicos los resultados, a pesar de que la ley peruana así 
lo exige. En concordancia con el caso argentino, observamos que las 
instituciones estatales utilizan diversos mecanismos para eludir la res-
ponsabilidad de entregar información pública.6 A su vez, en aquellas 
ocasiones en las que la información ambiental sí es publicada, muchas 
veces genera aún mayor incertidumbre en las comunidades, en tanto 
las escalas consideradas para los análisis no logran reflejar la compleji-
dad de los sistemas ecológicos monitoreados ni tampoco las afectacio-
nes percibidas por la sociedad. 

En Espinar, la población desconfía y critica el monitoreo y la 
fiscalización ambiental dirigidos por la ANA y el OEFA. En primer 
lugar, considera que en estos monitoreos no se reflejan una serie de 
afectaciones, como el acaparamiento de agua por parte de la mina, 
que ha producido la extinción de manantes y ha alterado la cantidad 
y calidad del agua; esto, a su vez, afecta la actividad agropecuaria y la 
salud de los habitantes (entrevistas 13 y 14). En cuanto a la fiscaliza-
ción de la cantidad de agua, constatamos que es un vacío dentro de la 
normativa ambiental. 

En segundo lugar, denuncian la cooptación de las instituciones 
estatales por el interés minero sobre la base de dos puntos. Por un 

6 El equipo de investigación envió a la autoridad competente cartas formales en las que 
requería esta información, pero no obtuvo una respuesta satisfactoria. 
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lado, descalifican el desempeño de las instituciones debido a las con-
tradicciones en los resultados de sus evaluaciones y monitoreos. Por 
otro lado, cuestionan la incapacidad y falta de interés de poner en 
evidencia la causalidad entre minería y contaminación (entrevistas 13, 
14 y 16). A continuación, indagamos en estas problemáticas mediante 
un recuento de los alcances de las evaluaciones ambientales.

2.2. Conflictos y múltiples monitoreos en Espinar

En el marco de las crecientes denuncias y protestas por la defensa te-
rritorial en la provincia de Espinar durante los últimos 20 años, se 
promovieron mesas de diálogo entre la empresa y las comunidades, así 
como una mayor intervención estatal en la realización de los monito-
reos ambientales. El Estado peruano respondió a los cuestionamientos 
mediante dos medidas: i) promover mesas de diálogo; y ii) incrementar 
el número y tipo de monitoreos, incluyendo otras dimensiones de afec-
tación como la salud y la actividad agropecuaria y ganadera. Como se 
observa en el gráfico 1, los conflictos y las posteriores mesas de diálogo 
fomentaron monitoreos ambientales y sanitarios participativos. 

En el contexto de la puesta en funcionamiento de la Mesa de Diá-
logo (2003-2011), se realizaron monitoreos ambientales en el 2003, 
2005 y 2010; mientras que, en el marco de la Mesa de Diálogo (2012-
2013), se llevó a cabo el monitoreo sanitario ambiental del 2012. En 
estas instancias —consideradas en su momento un ejemplo positivo 
de diálogo a nivel nacional (CooperAcción, 2016)— participaron la 
empresa, instituciones estatales, organizaciones de la sociedad civil y 
algunas de las comunidades afectadas. Lamentablemente, ciertos cam-
bios en la política de la empresa y algunos conflictos interinstituciona-
les llevaron a que estos monitoreos no fueran sostenibles en el tiempo; 
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actualmente, solo continúa el monitoreo de ANA y OEFA, con una 
limitada participación de las comunidades. 

En paralelo, se llevaron a cabo monitoreos especializados por par-
te del Estado y también otros independientes liderados por organiza-
ciones de la sociedad civil. Por el lado estatal, el Servicio Nacional de 
Sanidad Agraria (Senesa) evaluó la sanidad agraria, mientras que el 
Centro Nacional de Salud Ocupacional y Protección del Medio Am-
biente (Censopas) hizo estudios para evaluar la salud poblacional. Por 
el lado de la sociedad civil, destacan las evaluaciones de la Vicaría de 
Solidaridad de la Prelatura de Sicuani (2012) y del Comité de Agua de 
la Provincia de Espinar (2012). 

Gráfico 1
Línea de tiempo de conflictos, mesas de diálogo y monitoreos

 

Elaborado por: Ana Paula López 
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Entre todos estos monitoreos, los más relevantes para la pobla-
ción espinarense han sido los que evaluaron la salud ante la exposición 
a metales pesados, realizados por Censopas en el 2010 y 2013. En el 
informe de Censopas, los análisis de orina evidenciaron la presen-
cia de arsénico (100%), cadmio (90%), manganeso (70%), mercu-
rio (88%), plomo (100%) y talio (100%) asociados con la ingesta 
de metales a través del agua, lo cual implica riesgos para la población 
(CooperAcción, 2016). Estos resultados legitimaron las denuncias por 
contaminación e impulsaron la redacción de dos Planes de Atención a 
la Salud (2015 y 2015-2017) que aún no se han ejecutado. 

Sin embargo, estos estudios no establecen que haya una relación 
causal entre la presencia minera y la contaminación. Por ello, el OEFA 
encargó al Instituto Peruano de Energía Nuclear (IPEN) realizar un 
estudio de causalidad entre las relaveras mineras7 y su entorno hidro-
geológico en dos oportunidades (2013 y 2015). Tal como se observa, 
a diferencia del caso argentino, en el Perú el Estado ha intervenido 
reiteradamente en la realización de monitoreos y estudios comple-
mentarios. El estudio del 2013 empleó la metodología de isótopos 
estables y concluyó que se requería aplicar la metodología de isótopos 
reactivos. En el 2015 se empleó dicha metodología; sin embargo, los 
resultados no se dieron a conocer. Estos estudios son ampliamente 
cuestionados por la población por no haber aplicado en su momento 
la metodología apropiada, pese a que esta institución era la especialista 
en la materia, y porque los resultados del último estudio no fueron 
presentados (entrevista 17).

En Espinar, es notorio el hartazgo de la población ante las contra-
dicciones y evidencias de los diversos estudios realizados (entrevistas 
14 y 17). La desatención de las demandas por parte del Estado ha 

7 Relaveras de Ccamacmayo y Huinipampa.



39Monitoreos estatales y locales del agua en el Perú

traído como consecuencia una creciente movilización social. El pre-
sidente de un comité de regantes8 afectados por los relaves del dique 
Huinipampa ilustra el panorama general que se vive en Espinar: 

[…] tenemos un montón de monitoreos hechos, y no nos ha 
servido de nada. El Ministerio de Salud nos dice “no tomen esa 
agua, no consuman esa agua porque está contaminada”. La mis-
ma ministra ha venido hasta acá y nos ha dicho, incluso a las per-
sonas que viven cercanas a los relaves, que tienen que ser reubi-
cados […] por eso, ya no garantiza el Estado una vida saludable. 
Hemos ido más de 20 veces a Lima, hemos conversado. Por eso 
estamos resignados a morir, ¿no? Porque ahora, cualquier protes-
ta te mandan a la cárcel… (entrevista 13).

Es interesante constatar que la población de Espinar valida al-
gunos monitoreos realizados por el Estado —en particular, en el caso 
de Censopas—, pero considera que existe una manipulación política 
para evitar que estos resultados se traduzcan en acciones concretas 
relativas a la empresa minera. 

En suma, a diferencia del caso de San Juan, en la Argentina, en 
el Perú observamos una multiplicidad de evaluaciones ambientales 
realizadas por el Estado que, sin embargo, no han generado acciones 
concretas para remediar la contaminación existente. Si bien han exis-
tido procesos de diálogo que derivaron en monitoreos participativos, 
así como iniciativas estatales y no estatales de evaluación ambiental, 
no se han generado cambios en la política pública. El Estado nacio-
nal y la empresa evitan establecer una relación causal entre minería y 

8 Los comités de regantes son organizaciones de usuarios de riego de una subcuenca, reco-
nocidos por la ANA.
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contaminación, mientras los gobiernos regional y provincial no desti-
nan fondos para remediación y sanidad ambiental. En este contexto, 
al igual que en la Argentina, en las comunidades surge la necesidad 
de visibilizar la problemática de acceso al agua y los conflictos por la 
defensa territorial. Una de las estrategias por las que optan para ello es 
contar con un monitoreo comunitario del agua.

2.3. Monitoreo comunitario del agua en Espinar

En el 2012, en el marco de la Mesa de Diálogo, se conformó una 
comisión técnica sobre la temática ambiental9 que limitó la partici-
pación de las comunidades campesinas de Espinar al señalar que era 
un espacio exclusivo para técnicos. En este contexto, la ONG Dere-
chos Humanos sin Fronteras (DHSF), con el apoyo de la ONG Suma 
Marka,10 iniciaron un programa para la formación de monitores y 
monitoras comunitarios del agua e impulsaron la conformación de un 
comité de monitoreo comunitario11 en el río Cañipía (entrevista 18). 

El monitoreo formó parte de una iniciativa para promover una 
gestión hídrica integral en las regiones de Áncash y Cusco, con el 
apoyo de la Agencia Católica para el Desarrollo de Ultramar (Cafod 

9 Además, se establecieron otras mesas sobre responsabilidad social y producción, y desa-
rrollo.

10 La ONG Suma Marka, de Puno, brinda asistencia técnica en el desarrollo de las metodo-
logías de monitoreo en campo del Programa Internacional Global Water Watch (GWW), 
y es reconocida por la Agencia de Protección Medio Ambiental de Estados Unidos (EPA 
por sus siglas en inglés).

11 Los comités de monitoreo comunitario y los comités de monitoreo y vigilancia ambiental 
participativos (CMVAP) son, para el Estado peruano, organizaciones que complementan 
la vigilancia ambiental estatal, pero que no lo reemplazan en sus competencias. En este 
sentido, los resultados de las evaluaciones ambientales no son reconocidos como oficiales 
si el Estado no dirige el monitoreo.
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por sus siglas en inglés) de Inglaterra. El proyecto se inició a finales del 
2013 con la formación en el uso de kits para monitoreos de la calidad 
física y química de las aguas, la elaboración de un plan de monitoreo, 
y la capacitación para la interpretación y difusión de los resultados. 
Los kits empleados —de las marcas LaMotte Alabama, Water Quality 
Monitoring— permitieron medir el pH, la temperatura, la turbidez, 
el oxígeno disuelto, la alcalinidad total y la dureza total de las aguas 
(CEAS, diciembre del 2013). 

Para noviembre del 2018, el comité de monitoreo estaba integra-
do por miembros de las comunidades locales y de la ciudad de Yauri. 
El grupo de trabajo se reúne una vez al mes y toma muestras en ocho 
puntos claves de la cuenca del río Cañipía. Luego realiza los proce-
dimientos técnicos en campo para analizar los parámetros señalados. 
El monitoreo es guiado y vigilado por un miembro del equipo de la 
ONG DHSF, que recibe los datos proporcionados por los monitores 
para sistematizarlos.

A diferencia del programa Agua Segura, desarrollado en la Argen-
tina, en el Perú, el monitoreo tiene un componente de capacitación, 
dado que los comuneros son entrenados por los expertos técnicos. 
Como observamos en el trabajo de campo, si bien los comuneros 
miembros del equipo no conocían las fórmulas químicas utilizadas 
para el muestreo, ellos hacían un esfuerzo para comprender el lenguaje 
técnico desde sus propias prácticas y conocimientos. Por ejemplo, aso-
ciaban las distintas coloraciones del agua a la presencia de sustancias 
o químicos; o memorizaban los pasos, procedimientos y parámetros 
—pH, temperatura, dureza, alcalinidad, turbidez— (observación de 
campo, 18 de noviembre del 2018). 

Para las comunidades del Perú —al igual que para las argenti-
nas—, el objetivo de realizar el monitoreo es generar conocimiento in-
dependiente, que dé cuenta de las afectaciones medioambientales que 
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experimentan, para utilizarlo en sus querellas y procesos de diálogo 
con las empresas mineras y el Estado. Se busca que los resultados sean 
reconocidos como una fuente válida de información ambiental por los 
distintos sectores del Estado y la sociedad. Con este fin, en el 2018, los 
comuneros se han constituido legalmente como Asociación de Vigi-
lantes y Monitores Ambientales de Espinar (AVMAE) (entrevista 19). 
Esta asociación ha establecido alianzas con universidades, institutos y 
ONG, y en el futuro se propone articular estas experiencias comuni-
tarias con el Sistema Nacional de Gestión Ambiental (SNGA)12 para 
alcanzar la autosostenibilidad económica y organizacional del moni-
toreo (DHSF, 2014 y entrevista 18).

Los principales logros del monitoreo son la constitución de una 
red de autoaprendizaje y seguimiento colectivo, en la cual los ciuda-
danos se “empoderan” con el manejo del lenguaje y conocimiento téc-
nico, de tal forma que los líderes han llegado a posicionar demandas 
territoriales de mayor alcance utilizando del lenguaje técnico. Por otro 
lado, han logrado incidir sobre el monitoreo estatal al añadir nuevos 
puntos de monitoreo en el territorio y al incorporar la evaluación de 
nuevos parámetros químicos (entrevista 20).

El principal desafío al que se enfrenta esta iniciativa es la falta 
de reconocimiento por parte del Estado. En un primer momento, la 
apuesta por el reconocimiento oficial del monitoreo se buscó median-
te una alianza con la Municipalidad Provincial durante el período de 
alcaldía de Óscar Mollohuanca (2011-2014), cuando se generó el Plan 
de Monitoreo, reconocido y financiado por el gobierno municipal. 
Sin embargo, el cambio de la gestión municipal implicó la suspensión 
del monitoreo (entrevista 17).

12 En agenda se encuentra el proyecto de la Ley de Articulación de la Vigilancia y el Moni-
toreo Ambiental y Social, Ciudadano e Indígena en el SNGA, que busca articular a los 
comités de vigilancia y monitoreo ambiental comunitario (CVMAC) dentro del SNGA. 
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Los funcionarios de la empresa y del Estado desestiman el moni-
toreo comunitario porque consideran que no cumple con los estánda-
res técnicos necesarios. En particular, se menciona la falta de personal 
técnico capacitado, de equipos suficientemente sofisticados y de pro-
cedimientos certificados por la autoridad competente (entrevista 21). 
La AVMAE ha respondido a estos señalamientos incorporando a es-
pecialistas y equipamiento (entrevista 22). Así, busca erigirse como un 
representante experto de las comunidades, con capacidad de producir 
resultados validados técnicamente y evitar su manipulación por parte 
de la empresa o del Estado. De esta manera, la población de Espinar 
no rechaza el conocimiento científico o el lenguaje técnico como tal, 
sino que repudia los reportes oficiales por considerarlos cooptados por 
el interés minero. 

Es interesante constatar el valor que la especialización técnica tie-
ne para todos los actores involucrados. Al igual que la población de 
Jáchal en la Argentina, la de Espinar, en el Perú, ha recurrido a un 
proceso de “profesionalización” ciudadana —Dupuits (2019)— para 
fortalecer sus argumentos en el proceso de controversia sociotécnica 
con el Estado y las empresas.

2.4. Reflexiones sobre el caso peruano

En el Perú, como en la Argentina, observamos que, durante los últi-
mos años, se ha producido un proceso de reconfiguración de las enti-
dades de fiscalización ambiental, tendiente a fortalecer las instancias 
de control. Sin embargo, la respuesta estatal se limitó a reaccionar 
en coyunturas de conflictividad social. En ese marco, se promovieron 
mesas de diálogo puntuales y se incrementó el número de monitoreos 
hídricos. 
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La racionalidad con la que incorporaron nuevos monitoreos es, 
igual que en el caso de la Argentina, tecnocientífica. Las institucio-
nes estatales de fiscalización ambiental —como el OEFA y la ANA— 
apelan a un discurso técnico-experto para avalar sus procedimientos, 
mientras desvalorizan cualquier otra experiencia de producción de in-
formación generada por las ONG y las comunidades.

La deslegitimación del conocimiento comunitario ha derivado 
en, al menos, dos dinámicas. Por un lado, mediante la movilización 
social las comunidades rechazan la información generada por el Esta-
do y las empresas, en tanto no consideran que refleje la problemática 
hídrica que experimentan en el territorio. Por otro lado, ha generado 
una “profesionalización” de comuneros, quienes, de la mano de ONG, 
se han ido capacitando en las dinámicas relacionadas con el control 
hídrico —extracción de muestras, recolección de información, etcé-
tera—. Estas experiencias han sido enriquecedoras para las comuni-
dades en términos de participación ciudadana. Sin embargo, una de 
las limitaciones que tienen estos monitores es que la sostenibilidad 
financiera aún está sujeta a los fondos proporcionados por las ONG y 
que los resultados no son reconocidos por el Estado. 

Este caso también permite visualizar las limitaciones que implica 
la gestión de las desconfianzas ciudadanas por la vía de una solución 
“técnica”. La multiplicación de monitoreos hídricos por diversas insti-
tuciones del Estado no logra mitigar los cuestionamientos. A su vez, la 
estrategia de “profesionalización” de las comunidades tampoco resulta 
exitosa, en tanto no obtienen el reconocimiento de las agencias estata-
les. Por lo tanto, este caso evidencia la necesidad de repensar el modelo 
de gobernanza hídrica a partir de la incorporación de mecanismos de 
participación ciudadana que ponderen la dimensión política del agua. 



3. MONITOREOS ESTATALES Y LOCALES
DEL AGUA EN COLOMBIA

3.1. El control ambiental minero por parte del Estado en Colombia

En el caso de Colombia, se analizó el proceso de monitoreos en el de-
partamento de La Guajira, donde se encuentra el yacimiento minero de 
carbón térmico explotado por Carbones de Cerrejón Limited. La mina 
a cielo abierto está ubicada en el sur del departamento, entre los muni-
cipios de Albania, Hatonuevo y Barrancas, y exporta anualmente alre-
dedor de 32 millones de toneladas de carbón. A diferencia de los otros 
dos casos analizados, la mina posee una larga historia en el territorio, ya 
que comenzó a operar en 1983, cuando se la conocía con el nombre de 
Carbones de Colombia e Intercor (filial de Exxon). Desde el 2002, la 
compañía pertenece a un consorcio conformado por algunas de las tras-
nacionales más grandes del mundo: Glencore, BHP y Anglo American.

Durante los últimos años, el Estado colombiano ha promovi-
do activamente la expansión minera, lo cual ha producido múltiples 
conflictos entre el Estado, las corporaciones y la población local. En 
este escenario, las poblaciones indígenas de la etnia wayúu, los cam-
pesinos y las comunidades afroguajiras denuncian un acceso desigual 
al agua y al territorio frente a la minería. Una de las estrategias de las 
comunidades para defender su derecho al agua ha sido la realización 
de monitoreos ambientales propios. Estas iniciativas están enmarcadas 
en procesos de lucha más amplios, relacionados con el reconocimiento 
de los derechos territoriales y culturales de las comunidades. 
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En Colombia, al igual que en el Perú, el seguimiento y el control 
de lo ambiental es de carácter nacional, y parte de la conceptualiza-
ción de recursos naturales.13 Las instituciones vinculadas a los moni-
toreos ambientales en zonas de extracción minera son el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MinAmbiente) con sus entidades 
adscritas, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) y 
las corporaciones autónomas regionales. Por otro lado, se encuentra el 
Ministerio de Minas y Energía (MinMinas), encargado de la adminis-
tración de los recursos no renovables. 

Mapa 3
Ubicación de Cerrejón

13 La lógica de comprensión del agua como un recurso es exclusivamente institucional o em-
presarial. En ese sentido, cuando se hace referencia a las formas de comprensión del Estado 
alude a recursos naturales.
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El MinAmbiente administra los recursos naturales en Colombia 
y es, a su vez, la cabeza del Sistema Nacional Ambiental (SINA), el 
cual se creó para unificar la política ambiental que antes había estado 
fragmentada regionalmente. Desde su creación, en 1993 (Ley 99), ha 
sido la entidad encargada de definir la política nacional ambiental. La 
creación del Ministerio es posterior a la Constitución de 1991, hoy 
vigente, y reemplazó las funciones que cumplía el Instituto Nacional 
de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente (Inderena). 

Desde la década de 1990, el Ministerio ha ido creando nuevas 
instituciones con el fin de fortalecer el control en materia ambiental. 
A su vez, siguieron funcionando instituciones previamente existentes, 
como las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo soste-
nible.14 Las corporaciones son las encargadas de administrar y mo-
nitorear los recursos naturales, además de avanzar con algunos de los 
procesos de licenciamiento ambiental de proyectos extractivos. Estas 
entidades se encargan de “administrar, dentro del área de su jurisdic-
ción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables…” (Ley 
99, 1993, art. 23). En el caso particular de La Guajira, la entidad re-
gional es Corpoguajira, creada en 1983, el mismo año en que empezó 
a funcionar la mina de carbón. 

En el 2010, el 90% del licenciamiento ambiental15 estaba re-
trasado. Por ese motivo, el primer Gobierno de Juan Manuel Santos 

14 Algunas corporaciones fueron creadas antes que el Ministerio y otras nacieron con la con-
solidación del SINA.

15 Todos los proyectos que tengan un impacto ambiental deben solicitar una licencia. La li-
cencia ambiental llevará implícitos todos los permisos, autorizaciones o concesiones para el 
uso, aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables que sean necesarios 
durante el tiempo de vida útil del proyecto, obra o actividad. El uso, aprovechamiento o 
afectación de los recursos naturales renovables deberán estar claramente identificados en 
el respectivo EIA. La licencia ambiental deberá obtenerse previamente a la iniciación del 
proyecto, obra o actividad. Ningún proyecto, obra o actividad requerirá más de una licen-
cia ambiental. 



48 Minería y conflictos en torno al control ambiental

impulsó —en el marco del Plan de Desarrollo Nacional— la simpli-
ficación de los trámites de licenciamiento ambiental, con el objetivo 
de promover la inversión extranjera. En el 2011, mediante el decreto 
3573 se creó la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, cuyo 
objetivo es controlar y hacer el seguimiento ambiental de los proyec-
tos sujetos a licenciamiento. La tarea del licenciamiento también les 
corresponde a las corporaciones autónomas regionales. Es decir, las 
dos entidades —una de carácter nacional y otra regional— son las 
encargadas de realizar y vigilar monitoreos ambientales consignados 
en los planes de manejo ambiental de los proyectos extractivos. Por 
un lado, en el nivel nacional, el ANLA realiza el seguimiento de los 
planes de manejo ambiental integral; y por otro, las corporaciones 
autónomas regionales hacen lo propio en los temas relacionados con 
las concesiones de agua a las empresas. 

El ANLA realiza procesos de EIA, para lo cual se basa en guías 
ambientales preparadas por el Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) y la Agencia Canadiense de Evaluación Ambiental. El proceso 
de seguimiento es guiado por los planes de manejo ambiental integral 
elaborados y entregados por las empresas antes de la expedición de 
los títulos mineros. Los principales objetivos del seguimiento son la 
verificación del cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental Inte-
gral y de los permisos ambientales, además de una revisión de actos 
administrativos. Esto se lleva a cabo por medio de visitas periódicas 
al yacimiento minero por parte de un profesional jurídico, uno am-
biental y otro del área social. El proceso termina en una resolución de 
seguimiento. El equipo interdisciplinario efectúa la visita aproxima-
damente una vez al año, dependiendo de la priorización del proyecto 
(Mouthon y otros, 2002). 

Otro proceso de seguimiento es el realizado por las corporaciones 
autónomas regionales; para el caso de estudio, la entidad responsable es 
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Corpoguajira. Esta institución tiene incidencia tanto en el proceso de 
control del licenciamiento ambiental como en la entrega de concesio-
nes de agua.16 Las corporaciones realizan el proceso de licenciamiento 
y entrega de la concesión de agua, el cual incluye visitas periódicas al 
yacimiento para verificar el uso del caudal asignado y la revisión de 
vertimiento de aguas (Corpoguajira, 2017). Corpoguajira, además, 
es la institución encargada de llevar a cabo un monitoreo de la cali-
dad del agua. Para ese fin, la entidad avanza en la puesta en marcha de 
un Sistema de Información del Recurso Hídrico (SIRH). El objetivo 
es integrar datos y gestionar conocimiento sobre el ciclo hidrológico, 
para colaborar con la gobernanza del agua (Corpoguajira, 2018).

En resumen, el trabajo de seguimiento y control ambiental de 
la minería en Colombia cuenta con un entramado de instituciones y 
procedimientos tanto a nivel nacional como regional. Sin embargo, 
a pesar de esta serie de instituciones de control ambiental, todo el 
proceso minero se subsume en la lógica impuesta por el Ministerio 
de Minas y Energía, y el Código Minero (Ley 685), cuyo objetivo es 
fomentar la exploración y explotación minera. Cabe aclarar que la in-
formación institucional es escasa y, muchas veces, desactualizada, y no 
proporciona las especificaciones acerca de cómo se han desarrollado 
los procesos de seguimiento y monitoreo ambiental. 

El hecho de priorizar la promoción minera por encima de la cues-
tión ambiental ha generado múltiples conflictos con las comunidades 
y redes de conocimiento interesadas en las luchas locales. 

16 Las concesiones de agua son permisos que cualquier persona, natural o jurídica, debe soli-
citar al Estado para hacer uso del agua superficial o subterránea.
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3.2. Conflictos y múltiples monitoreos en La Guajira

Uno de los problemas es que los informes estatales son rechazados 
por las comunidades por considerarlos influenciados por el interés 
empresarial (entrevista 23). Por ejemplo, un habitante del arroyo 
Bruno declaró: “No es Corpoguajira, es CorpoCerrejón” (entrevista 
23), mientras que un líder social del municipio de Albania señaló: 
“Es CorpoMentira” (entrevista 24). Asimismo, distintas comunidades 
han presentado demandas jurídicas —“de nulidad simple”17— para 
exigir al Consejo de Estado que evalué el cumplimiento riguroso de 
los requisitos ambientales por parte de las compañías. Al respecto, el 
Centro de Investigación y Educación Popular y otros (2019) señala: 

A la fecha, el Cerrejón no cuenta con el estudio de impacto am-
biental que cumpla con lo estipulado por Ley y mediante el cual 
se hayan valorado las nuevas condiciones ambientales en La Gua-
jira. […] Los pueblos Wayúu y afro de La Guajira también tie-
nen derecho a que la empresa cumpla con los estándares para su 
operación, y a que las autoridades ambientales ANLA, Ministerio 
del Medio Ambiente y Corpoguajira velen por estos derechos. 
La demanda se dirige también a establecer las obligaciones de las 
autoridades que han “dejado pasar” esos impactos ambientales y 
sociales (Cinep y otros, 2019: 1).

Otra de las demandas expresadas por las organizaciones sociales se 
refiere al acceso a información pública18 confiable, veraz y actualizada 

17 Una demanda de nulidad simple es un recurso judicial que pueden utilizar personas na-
turales para defender sus derechos cuando consideran que han sido violentados por una 
autoridad administrativa. Más información en https://www.portafolio.co/economia/cerre-
jon-mantiene-defensa-de-su-plan-de-manejo-ambiental-532737.

18 El acceso a la información pública es un derecho fundamental de los ciudadanos, reconoci-
do en el artículo 74 de la Constitución Política de Colombia de1991, y reglamentado por 
medio de la Ley (1712) de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública.
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sobre las afectaciones medioambientales —salud, agua y aire— pro-
ducida tanto por las instituciones como por la mina. La desconfianza 
ciudadana en las entidades de control ambiental se ha visto reforzada 
por el hecho de que un organismo como la Contraloría General de 
Colombia ha señalado que la capacidad administrativa de ANLA y las 
corporaciones no es suficiente en materia de control ambiental (Con-
traloría General de la República, 2017).

Para cumplir con los requisitos impuestos por el Código Minero, 
Cerrejón efectúa sus propios monitoreos de los sistemas de tratamien-
to de aguas residuales (Ingetec, 1997) ubicados en dos puntos. El 
primero se encuentra en la entrada —sector Palomino— y el segundo, 
en la salida de mina —sector Cuestecitas—, ambos ubicados sobre el 
río Ranchería (Cerrejón, web). Estos monitoreos son reconocidos por 
el Estado. Para el 2017, Cerrejón reportó lo siguiente:

El índice de Calidad de Agua del río Ranchería se calcula bajo la 
metodología y estimaciones del Indicador de Calidad del Agua 
(ICA), establecido por la Fundación Nacional de Saneamiento de 
Estados Unidos de América (NSF). El ICA evalúa nueve paráme-
tros sanitarios: oxígeno disuelto, pH, temperatura, coliformes fe-
cales, demanda bioquímica de oxígeno-DBO, nitratos, turbidez, 
sólidos totales y fosfatos. Para las dos estaciones de monitoreo la 
calidad de agua se reporta como buena (Cerrejón, 2017: 59).

La mina Cerrejón, en Colombia —al igual que Antapaccay en el 
Perú y que Veladero en la Argentina—, apela a una narrativa técnico-
científica que enumera indicadores, centros de investigación certifi-
cados o parámetros. A pesar de esta estrategia comunicacional que 
pondera las “buenas prácticas” corporativas (Cerrejón, 2017), las co-
munidades desconfían de la información publicada y mencionan que 
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padecen enfermedades en la piel y dolencias estomacales debido al 
manejo hídrico de Cerrejón. Respecto al funcionamiento de la mina 
en la zona, uno de los líderes locales señala:

[Ellos] acaparan el agua del río Ranchería y de todos los arroyos. 
No conforme con eso, tienen 19 pozos profundos. El agua que sale 
de esos pozos está siendo contaminada, ya no la están usando para 
el consumo. El ferrocarril pasa contaminando a todos los arroyos, 
cuerpos de agua que están ahí […] Anteriormente, uno cogía el ja-
güey y lo cerraba para el consumo humano; hoy no se puede hacer 
eso porque hasta los animales están saliendo con malformaciones 
por esa agua contaminada por el carbón (entrevista 25).

Por otro lado, los pueblos indígenas y afrodescendientes deman-
dan que se incluyan monitoreos más allá del río, dadas las afectaciones 
de la mina en la diversidad de especies y en lugares que trascienden 
una zona específica del Ranchería. Asimismo, exigen que se inclu-
yan otras variables —tanto culturales como ambientales— para poder 
analizar los impactos de la mina no solo en el agua sino en el territorio. 
De igual manera, han abierto el debate a considerar otras dimensio-
nes del agua —simbólicas y espirituales— para tomar en cuenta los 
impactos desde una perspectiva integral del territorio, pues el agua no 
puede ser vista de manera aislada.

3.3. Monitoreos comunitarios

Desde el 2008, las comunidades del sur de La Guajira se han articu-
lado en red con ONG, centros de investigación y sectores académicos 
para generar información y conocimiento propio sobre la mina y sus 
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impactos ambientales. La red de organizaciones trabaja en procesos 
cotidianos de formación política, y en la producción y seguimiento 
de los impactos ambientales de la mina. Algunos de los actores que 
conforman la red son los siguientes: Fuerza de Mujeres Wayúu; Cen-
tro de Investigación de Educación Popular (Cinep); Centro Nacional 
Salud, Ambiente y Trabajo (Censat); Colectivo de Abogados José Al-
vear Restrepo (Cajar); Corporación Geoambiental Terrae, e Instituto 
de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz). 

Estas redes de organizaciones participan, a su vez, apoyando a las 
comunidades en los procesos de discusión con la empresa Cerrejón, 
que, desde la perspectiva corporativa, se denomina “relacionamiento 
con los grupos de interés” (Cerrejón, 2009: 40). Estas instancias les 
han permitido a las organizaciones sociales discutir sobre los procesos 
de reasentamiento poblacional o presentar denuncias por violaciones 
de derechos humanos (Cinep y otros, 2019). Una de las estrategias 
utilizadas por las comunidades para participar en estos espacios ha 
sido producir información propia con el fin de fortalecer los argumen-
tos a la hora de las negociaciones. En ese sentido, las organizaciones 
de la red han realizado monitoreos hídricos, ambientales y sociales. 
En primer lugar, cabe mencionar el trabajo de monitoreo social del 
Cinep relativo a los proyectos extractivos y la violación de los derechos 
humanos (Cinep y otros, 2019). 

En segundo lugar, los estudios realizados por Ana María Llorente 
—con el apoyo de Julio Fierro y Erika Cuida—, de la Corporación 
Geoambiental Terrae, presentan evaluaciones generales. Sobre la base 
de datos producidos por el Estado y tomas de muestras locales, reali-
zan un análisis de las afectaciones en el agua y otros componentes bió-
ticos del ecosistema. Las recomendaciones que se derivan del reporte 
señalan lo siguiente: 



54 Minería y conflictos en torno al control ambiental

(i) Es necesario que Cerrejón genere estudios en los que se haga 
pública la información acerca de cuáles son los rangos de concen-
traciones de arsénico, manganeso, selenio, níquel, cromo, bario, 
cadmio y plomo en las rocas, particularmente las lodosas, que son 
desechadas y acumuladas como botaderos en la zona minera, tanto 
en el área de influencia del arroyo Bruno como del río Ranchería. 
(ii) Es necesario que Cerrejón informe a las autoridades ambienta-
les y mineras, a las entidades de control y a la Corte Constitucional 
si existen medidas de protección de suelos y aguas subterráneas 
[…] (Llorente, 2019: 42).

En tercer lugar, nos interesa poner de relieve particularmente la 
experiencia de los monitoreos liderados por Indepaz, centro de in-
vestigación que trabaja temas relacionados con el conflicto social y 
armado en Colombia. Desde el 2008, han apoyado a las comunidades 
étnicas de La Guajira en los seguimientos relativos a los reasentamien-
tos de estas en el municipio de Barrancas. 

Las comunidades denuncian que, desde que se instaló Cerrejón, 
experimentan problemas con el agua que han afectado su salud y la 
producción agropecuaria local. Asimismo, al igual que en los casos 
de la Argentina y el Perú, las comunidades reclaman que ni el Estado 
ni la empresa les proveen información relativa a los efectos ambien-
tales de la mina en el territorio. A raíz de estas demandas, Indepaz 
se propuso ejecutar una serie de monitoreos en los que se integre y 
contraste información generada tanto por el Estado como por las 
comunidades. 

El estudio consistió, por un lado, en una serie de muestreos de 
agua realizados en el río Ranchería y sus afluentes, y en las aguas de los 
pozos que abastecen algunas comunidades. Asimismo, se analizaron 
tejidos de los animales en la zona. En sintonía con el caso peruano, las 
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comunidades mostraron una participación significativa durante dis-
tintas fases del proceso de monitoreo, como, por ejemplo, en la toma 
de muestras. En estos procesos, las personas participantes se apropia-
ron de conocimientos técnicos. Por otro lado, al igual que en los casos 
de la Argentina y el Perú, la información obtenida por los monitoreos 
comunitarios se contrastó con la producida por el Estado. El informe, 
publicado en el 2019 y denominado Si el río suena, piedras lleva. So-
bre los derechos al agua y a un ambiente sano en la zona minera de La 
Guajira, recibió el apoyo de los institutos de química ambiental de la 
Universidad de Cartagena (Colombia) y de la Universidad Koblenz-
Landau (Alemania). Los autores del informe, Fuentes y otros (2018) 
señalan las siguientes conclusiones:

[…] existe un riesgo de daño ambiental en el sur de La Guajira 
relacionado con la actividad minera de carbón, que incide además 
en el derecho al medio ambiente sano. Que varias comunidades 
étnicas del sur de La Guajira experimentan una vulneración de su 
derecho al agua en el componente de calidad de agua, que no está 
garantizado, lo que puede representar un potencial riesgo en la ga-
rantía del derecho a la salud (Fuentes y otros, 2018: 123).

Al poner de relieve las desigualdades territoriales y ambientales 
que produce la minería de carbón, los monitoreos locales han per-
mitido cuestionar la imagen de esta actividad como promotora del 
progreso y el desarrollo en La Guajira. De igual manera, a pesar de que 
los monitoreos no son reconocidos por el Estado ni por la empresa, 
cuentan con amplia legitimidad en las comunidades. De este modo, 
los monitoreos locales se han transformado en una herramienta po-
lítica que permite a las comunidades tanto defender su territorio y 
ambiente como negociar o disputar con la empresa minera.
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3.4. Reflexiones sobre el caso colombiano

Tal como hemos señalado, desde la década de 1990, en Colombia se 
han ido diversificando las instituciones responsables del control am-
biental relativo a la minería. Pero si bien esto puede haber mejorado las 
instancias de monitoreo hídrico, una de las falencias que aún persiste 
es la fragmentación y desactualización de la información generada so-
bre el agua desde las múltiples instituciones, lo cual impide contar con 
una perspectiva integral de la problemática. Otra de las deficiencias 
que presenta el sistema de control ambiental es su subordinación al 
Ministerio de Minas y Energía y al Código Minero, en particular. Si 
bien existen entidades autónomas como el Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en la práctica la promoción del desarrollo mi-
nero se impone por sobre cualquier señalamiento del área ambiental.

Asimismo, otro de los problemas que existe en torno al control 
hídrico relativo a la mina Cerrejón es una fuerte desigualdad respecto 
al acceso y la producción de la información elaborada por los diferen-
tes actores: el Estado, la mina y las comunidades. Por una parte, el Es-
tado genera sus monitoreos y también reconoce como válidos aquellos 
producidos por la mina Cerrejón. Desde la perspectiva institucional, 
la legitimidad de estos controles está dada por la experticia técnica 
—profesionales, laboratorios empleados, etcétera—. Por otra parte, 
las comunidades rechazan estos informes —cuando tienen acceso a 
ellos— en tanto no reflejan la afectación que experimentan en sus 
territorios, y desarrollan monitoreos propios que les permiten generar 
información confiable que les sirva para dialogar con las empresas mi-
neras. Estos monitoreos se caracterizan por integrar conocimientos lo-
cales basados en reflexiones culturales con metodologías avaladas en la 
elaboración de procesos de monitoreo. De esta manera, los integrantes 
de las comunidades se tornan en sujetos que investigan y producen 
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información técnica desde una perspectiva integral, que responde a las 
formas locales de entendimiento del territorio. 

Los monitoreos locales surgen de la necesidad imperante de evi-
denciar —tanto técnica como socialmente— los problemas, las vi-
vencias y las experiencias cotidianas con aguas contaminadas, salobres 
o no aptas para el consumo. A su vez, los monitoreos han puesto de 
relieve las desigualdades en la disponibilidad y acceso al agua que ge-
neró Cerrejón, así como los efectos que la contaminación y la pérdida 
de calidad del agua producen en la población local. De igual manera, 
demandan entender lo ambiental no solo centrado en el agua, sino 
incluyendo todos los aspectos, tanto ecosistémicos como culturales. 

A pesar de utilizar kits de monitoreo validados técnicamente, y 
de contar con el asesoramiento de ONG, el Estado desconoce estas 
prácticas y sus resultados. Sin embargo, estos monitoreos son recono-
cidos por las comunidades y utilizados como una herramienta política 
en su estrategia de negociación o reclamo con la empresa, y como 
defensa territorial y ambiental.





4. REFLEXIONES FINALES: MONITOREOS
EN DISPUTA

En los tres casos de estudio, observamos que los Estados han aborda-
do la problemática hídrica a partir de una racionalidad tecnocientífi-
ca. Esto se relaciona directamente con la actuación de las empresas y 
las políticas de monitoreo que se promueven desde las corporaciones 
mineras, de la mano con algunos organismos multilaterales como el 
BID. Frente al surgimiento de conflictos socioambientales relativos a 
la minería y a la calidad del agua, se han creado o reconfigurado las 
instituciones ambientales e incrementado los monitoreos. El supuesto 
que orienta este aumento de controles es, en primer lugar, un desco-
nocimiento de los saberes locales, y, en segundo lugar, la lógica de que 
una experticia técnica puede resolver el problema. Sin embargo, los 
casos aquí analizados demuestran las limitaciones de abordar la pro-
blemática hídrico-ambiental desde esta racionalidad.

4.1. Conocimientos y monitoreos comunitarios del agua

Los monitoreos comunitarios del agua surgen como espacios autó-
nomos de la actuación estatal y corporativa. Estos monitoreos se han 
transformado en una estrategia de resistencia y en una lucha política 
que diversas comunidades —indígenas, afrodescendientes, campesi-
nas, grupos urbanos— encaran para confrontar a los Estados y a las 
empresas por medio de la generación de información propia. En estas 
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estrategias se despliegan diferentes recursos materiales y simbólicos, 
así como diversas maneras de actuar y de generar conocimiento sobre 
el territorio. 

La desconfianza ciudadana frente a los monitoreos estatales y cor-
porativos de los proyectos mineros se sustenta en diversas razones, que 
no pueden resolverse exclusivamente por la vía “técnica”. Por un lado, 
uno de los motores de estos cuestionamientos es que, en los tres países, 
las instituciones encargadas del control ambiental se subordinan en la 
práctica a las instituciones mineras, lo cual es visto desde las comu-
nidades como la “cooptación” de las instituciones o la “manipulación 
política” de los monitoreos. Por otro lado, las críticas comunitarias 
apuntan a remarcar que los monitoreos estatales son incapaces de re-
flejar la afectación sobre los “espacios de vida”, en tanto, aun cuando 
los resultados exhiben valores por encima de los permitidos por la 
legislación, estos no son atribuidos a la minería. 

La estrategia de las comunidades ha sido impulsar monitoreos 
autónomos de la influencia minera. Para ello, los pobladores loca-
les se han organizado en asambleas o asociaciones y han establecido 
redes de conocimiento con ONG, fundaciones y expertos académi-
cos, mediante las cuales logran posicionar tanto sus conocimientos 
como los conocimientos técnicos. Esto ha derivado en un proceso de 
“profesionalización” de las comunidades, cuyos integrantes aprenden 
un lenguaje “experto” que les permite fortalecer sus argumentos en el 
proceso de controversia con el Estado. A su vez, la generación de co-
nocimientos locales se torna vital para detectar de manera sistemática 
los cambios en el agua y sus efectos socioambientales. Estos procesos 
permiten ampliar el control social de las comunidades sobre los efec-
tos ambientales circundantes. 

Es importante mencionar que los conocimientos locales son re-
conocidos en contextos culturales diversos, en los cuales emergen ini-
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ciativas de monitoreos locales del agua (ENDA, 2017; Global Water 
Watch, 2013; Censat Agua Viva, 2018). Esto quiere decir que existen 
iniciativas internacionales que consideran que una de las característi-
cas claves de los monitoreos es su capacidad de incluir conocimientos 
locales de la diversidad de poblaciones que habitan en los territorios 
afectados por la minería. Estos conocimientos permiten una mejor 
gestión del agua y amplían los espacios de participación de las co-
munidades en contextos de afectaciones ambientales. A su vez, los 
pobladores locales han logrado articular sus demandas ambientales y 
utilizar tanto sus conocimientos como términos y conceptos técnicos 
que forman parte de los monitoreos institucionales. 

Las comunidades generan sus formas de monitoreo y participan 
con otros actores en los diferentes tipos de actividades. Estas redes 
de conocimiento parten de concepciones del agua, manejos locales, 
accesos y usos, al igual que de estándares técnicos, todo lo cual gene-
ra nuevas formas de comprensión de la calidad del agua. Estas otras 
formas de comprender el agua ponen en discusión la racionalidad tec-
nocientífica sostenida por el Estado y las corporaciones, racionalidad 
que es excluyente de otras formas de producción de conocimiento. La 
integración de otras formas de conocer y comprender la calidad del 
agua —como la que sostienen diversas comunidades en la Argentina, 
el Perú y Colombia— podría mejorar los procesos de evaluación y 
seguimiento ambiental de la actividad minera. 

Diversas organizaciones sociales y redes de conocimiento en 
América Latina han avanzado con observatorios y redes regionales de 
comunidades interesadas en la construcción y puesta en marcha de 
monitoreos comunitarios de la calidad de agua. Los contextos en don-
de han emergido estos procesos son diversos: algunos están asociados a 
la defensa de acueductos comunitarios, otros nacen de asociaciones de 
productores agropecuarios, y también en las ciudades existen redes de 
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vecinos preocupados por el agua potable y el sostenimiento de la infra-
estructura del agua urbana, así como de otros temas relacionados con 
la implementación de proyectos extractivos (Paneque-Gálvez, 2019). 

Sin importar su origen, todas estas iniciativas parten de la ne-
cesidad de vincular el conocimiento científico con los conocimien-
tos locales y vivenciales integrales en relación con el agua. Además, 
ponen en discusión los postulados de la Gestión Comunitaria del 
Agua (ENDA, 2017; Global Water Watch, 2013; Censat Agua Viva, 
2018). Para Global Water Watch, el conocimiento local tiene el po-
tencial de describir los procesos relacionados con el agua y, en esa 
medida, producir conocimientos para la planeación y la acción con-
textualizada. El monitoreo, entonces, está directamente relacionado 
con procesos de incidencia política y discusión con los Estados y otros 
actores en el territorio (Global Water Watch, 2013). Estos monitoreos 
recurren a diversas maneras de producir conocimientos, que muchas 
veces articulan con conocimientos técnicos. A su vez, los procesos de 
monitoreo —los estándares, conceptos y métodos de recolección— 
pueden estar validados y legitimados tanto social como técnicamen-
te (Fernández-Giménez y otros, 2008; Flores-Díaz y otros, 2013), lo 
cual complejiza la manera de entender e implementar la gobernanza 
hídrica, y confronta las formas como se implementa la gobernanza 
institucional en el ámbito local. 

La emergencia de monitoreos producidos por diferentes actores 
mediante redes de conocimiento —en las que participan académicos, 
ONG, pobladores locales— responde a conflictos socioambientales 
que ponen sobre la mesa la necesidad de establecer una discusión dife-
rente, que incluya formas de gobernanza hídrica local y, por lo tanto, 
formas diversas de relación y compresión de otros derechos. Asimis-
mo, hay varias experiencias —globales y latinoamericanas— que par-
ten por reconocer los conocimientos locales e indígenas para plantear 
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otras maneras de realizar monitoreos que articulen diversas formas de 
conocimiento (ENDA, 2017).

Si bien los monitoreos comunitarios se realizan aplicando una 
serie de kits y protocolos validados por entidades científicas —univer-
sidades o laboratorios—, los Estados y las empresas no reconocen sus 
resultados. A pesar de esta desacreditación del conocimiento generado 
por los monitoreos locales, estos cumplen un papel fundamental para 
las comunidades, en tanto se transforman en una herramienta política 
que les permite demandar derechos o negociar con los Estados y las 
empresas, así como garantizar la defensa territorial y ambiental. De 
este modo, los monitoreos pasan a formar parte del repertorio de ac-
ciones emprendidas por las comunidades en el marco de su estrategia 
de visibilización política de la problemática hídrica. 

La apropiación del “conocimiento técnico” por parte de las co-
munidades locales —vía los monitoreos en torno a calidad y conta-
minación del agua, así como de sus implicaciones, por ejemplo, para 
la salud— permiten visibilizar los conflictos y desigualdades que, de 
otra manera, no se pueden problematizar. Los conocimientos locales 
se tornan vitales para detectar, de manera sistemática y a partir de 
las experiencias cotidianas de las personas, los cambios del agua y los 
efectos que estos tienen en sus cuerpos y territorios. Sin embargo, 
dichos conocimientos y experiencias no se consideran en los análisis 
para las licencias ambientales; por lo tanto, no logran confrontar las 
acciones y los procesos irreversibles de la minería, y se tornan en testi-
gos silenciosos de las problemáticas y de los efectos de esta actividad. 
Por eso es importante garantizar el derecho a la equidad que tienen 
los pobladores locales en la toma de decisiones, en igualdad de con-
diciones sociales, culturales ambientales y políticas, sobre todo en lo 
relacionado con el acceso a la información y a la participación en los 
procesos de monitoreo. 
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Finalmente, entendemos que la experiencia de los monitoreos 
comunitarios revela una cuestión clave para interpelar la gobernanza 
hídrica y replantear su conceptualización, lo que dará cabida a otras 
formas de gobernanza del agua y propuestas locales frente a la minería. 
Asimismo, es necesario que los Estados reconozcan las formas locales 
de generación de conocimiento relacionadas con manejos y prácticas 
en torno al agua, e incorporen mecanismos de deliberación y partici-
pación ciudadana que contemplen la dimensión política de esta, lo 
que conlleva a la no afectación de los “espacios de vida”.
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ANEXO
RELACIÓN DE ENTREVISTAS

Entrevistas en la Argentina

Número Fecha Organización Lugar

1 16/9/2018 AJNST Jáchal
2 16/9/2018 AJNST Jáchal
3 25/9/2018 AJNST Jáchal
4 20/9/2018 Artesana Jáchal
5 25/09/2018 AJNST Jáchal
6 30/11/2018 Veterinario Jáchal
7 30/11/2018 AJNST Jáchal
8 22/11/2018 Instituto Nacional de Prevención Sísmica San Juan
9 14/09/2018 Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria San Juan
10 13/09/2018 Departamento de Hidráulica San Juan
11 23/11/2018 Ministerio de Minería San Juan

Entrevistas en el Perú 

Número Fecha Organización Lugar

12 15/10/2018 AAA Pampas de Apurímac Abancay, Apurímac
13 09/11/2018 Comité de Regantes Huisa Ccollana Yauri, Cusco 
14 18/03/2019 Barrio Sociedad de Tiro N.° 21 Yauri, Cusco
15 30/10/2018 Comité de regantes del canal Quetara Yauri, Cusco
16 02/11/2018 Comunidad campesina Hancollagua Yauri, Cusco
17 07/11/2018 Comité de Lucha en Defensa del Agua
  y la Salud de Espinar Yauri, Cusco
18 17/11/2018 ONG Derechos Humanos sin Fronteras  Yauri, Cusco
19 18/11/ 2018 Asociación de Vigilantes y Monitores
  Ambientales de Espinar Yauri, Cusco
20 28/01/2020 ONG Derechos Humanos Sin Fronteras Entrevista telefónica
21 17/08/2018 ALA Alto Apurímac-Velille Yauri, Cusco
22 16/08/2018 ONG Derechos Humanos Sin Fronteras Yauri, Cusco



76 Minería y conflictos en torno al control ambiental

Entrevistas en Colombia

Número Fecha Organización Lugar

23 5/9/2019 Comunidad indígena wayúu arroyo Municipio de Albania, 
  Bruno  departamento de La  
   Guajira 
24 20/11/2019 Fuerza de Mujeres Wayúu Municipio de Albania,  
   departamento de La  
   Guajira.
25 20/2/2019 Fuerza de Mujeres Wayúu  Bogotá, departamento  
   de Cundinamarca
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